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JUZGADO SÉPTIMO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE VALLEDUPAR 

 

Valledupar, veinticinco (25) de marzo de dos mil veintiuno (2021) 
 

MEDIO DE CONTROL: EJECUTIVO 
DEMANDANTE: FINDETER (CESIONARIO NEGOCIOS 

ESTRATÉGICOS GLOBALES S.A.S.) 
DEMANDADO: MUNICIPIO DE CHIMICHAGUA   
RADICADO NO:  20001-23-31-006-2006-01179-00 

 

Procede el Despacho a resolver la solicitud de declaratoria de ilegalidad presentada 
por el apoderado de la entidad ejecutada. 
 
La foliatura a que se haga referencia a lo largo de este proveído corresponde a la 
numeración del expediente digital. 
 

I. ANTECEDENTES 
 
El apoderado judicial de la parte ejecutante a través de memorial radicado el 27 de 
febrero de 20171, solicitó el embargo y secuestro de tres inmuebles de propiedad del 
Municipio de Chimichagua que se relacionan a continuación: 
 

1. Un inmueble predio urbano, Calle 5A No. 4-48, ubicado en el Municipio de 
Chimichagua, Departamento del Cesar, identificado con el folio de matrícula 
inmobiliaria No. 192-34748. 

2. Un inmueble predio urbano, Carrera 9 No. 6-38, ubicado en el Municipio de 
Chimichagua, Departamento del Cesar, identificado con el folio de matrícula 
inmobiliaria No. 192-35238. 

3. Un inmueble predio urbano, Calle 11 No. 12A-61, ubicado en el Municipio de 
Chimichagua, Departamento del Cesar, identificado con el folio de matrícula 
inmobiliaria No. 192-35005. 

 
Mediante auto de fecha 13 de marzo de 20172 se decretó la medida cautelar de 
embargo y posterior secuestro presentada por el apoderado de la parte ejecutante. 
 
A través de memorial allegado mediante mensaje de datos de fecha 20 de septiembre 
de 20203, el apoderado del Municipio de Chimichagua solicita se declare la ilegalidad 
del auto de fecha 13 de marzo de 2017. 
 
Manifiesta que los inmuebles identificado con los folios de matrículas inmobiliarias 
Nos. 192-34748,  192-35238 y 192-35005 eran bienes baldíos que fueron cedidos al 
Municipio de Chimichagua en virtud del artículo 123 de le Ley 388 de 1997, situación 
que se protocolizó a través de la escritura pública No. 169 de 13 de junio de 2012 y 

en la actualidad esos predios son viviendas familiares de un piso perteneciente 
a familias de escasos recursos, en virtud de la formalización de predios de parte 
de las políticas públicas de la nación. 
 
Fundamenta su solicitud en los siguientes artículos 63, 102 y 334 de la Constitución 
Política, 594 del C.G.P. y en jurisprudencia del Consejo de Estado. 

                                                 
1 Folio 364 documento 1 
2 Folio 380 documento 1 
3 Documentos 2-3 
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Dice que se están lesionado derechos constitucionales y legales, pues los bienes 
objeto de la medida, son bienes fiscales cuya destinación es para prestar un servicio 
público. 
 

II. CONSIDERACIONES: 
 
El artículo 63 de la Constitución Nacional, sobre los bienes que son inembargables, 
prevé lo siguiente: 

 
“(…)  Los bienes de uso público, los parques naturales, las tierras comunales de grupos 
étnicos, las tierras de resguardo, el patrimonio arqueológico de la Nación y los demás 
bienes que determine la ley, son inalienables, imprescriptibles e inembargables (…)” 
(negrillas y subrayas nuestras)  

 

Por su parte el Código General del Proceso, bajo el mismo concepto establece: 
 

“ARTÍCULO 594. BIENES INEMBARGABLES. Además de los bienes inembargables 
señalados en la Constitución Política o en leyes especiales, no se podrán embargar: 
1. Los bienes, las rentas y recursos incorporados en el presupuesto general de la 
Nación o de las entidades territoriales, las cuentas del sistema general de participación, 
regalías y recursos de la seguridad social. 
2. Los depósitos de ahorro constituidos en los establecimientos de crédito, en el monto 
señalado por la autoridad competente, salvo para el pago de créditos alimentarios. 
3. Los bienes de uso público y los destinados a un servicio público cuando este se 
preste directamente por una entidad descentralizada de cualquier orden, o por medio 
de concesionario de estas; pero es embargable hasta la tercera parte de los ingresos 
brutos del respectivo servicio, sin que el total de embargos que se decreten exceda de 
dicho porcentaje. 
Cuando el servicio público lo presten particulares, podrán embargarse los bienes 
destinados a él, así como los ingresos brutos que se produzca y el secuestro se 
practicará como el de empresas industriales. 
4. Los recursos municipales originados en transferencias de la Nación, salvo para el 
cobro de obligaciones derivadas de los contratos celebrados en desarrollo de las 
mismas. 
5. Las sumas que para la construcción de obras públicas se hayan anticipado o deben 
anticiparse por las entidades de derecho público a los contratistas de ellas, mientras no 
hubiere concluido su construcción, excepto cuando se trate de obligaciones en favor de 
los trabajadores de dichas obras, por salarios, prestaciones sociales e 
indemnizaciones. 
6. Los salarios y las prestaciones sociales en la proporción prevista en las leyes 
respectivas. La inembargabilidad no se extiende a los salarios y prestaciones 
legalmente enajenados. 
7. Las condecoraciones y pergaminos recibidos por actos meritorios. 
8. Los uniformes y equipos de los militares. 
9. Los terrenos o lugares utilizados como cementerios o enterramientos. 
10. Los bienes destinados al culto religioso de cualquier confesión o iglesia que haya 
suscrito concordato o tratado de derecho internacional o convenio de derecho público 
interno con el Estado colombiano. 
11. El televisor, el radio, el computador personal o el equipo que haga sus veces, y los 
elementos indispensables para la comunicación personal, los utensilios de cocina, la 
nevera y los demás muebles necesarios para la subsistencia del afectado y de su 
familia, o para el trabajo individual, salvo que se trate del cobro del crédito otorgado 
para la adquisición del respectivo bien. Se exceptúan los bienes suntuarios de alto valor. 
12. El combustible y los artículos alimenticios para el sostenimiento de la persona contra 
quien se decretó el secuestro y de su familia durante un (1) mes, a criterio del juez. 
13. Los derechos personalísimos e intransferibles. 
14. Los derechos de uso y habitación. 
15. Las mercancías incorporadas en un título-valor que las represente, a menos que la 
medida comprenda la aprehensión del título. 
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16. Las dos terceras partes de las rentas brutas de las entidades territoriales. (…)” 
 

El Código Civil en su artículo 674 define el concepto de bienes públicos y de uso 
público: 
 

“ARTICULO  674. BIENES PÚBLICOS Y DE USO PÚBLICO. Se llaman bienes de la 
Unión aquéllos cuyo dominio pertenece a la República. 
Si además su uso pertenece a todos los habitantes de un territorio, como el de calles, 
plazas, puentes y caminos, se llaman bienes de la Unión de uso público o bienes 
públicos del territorio. 
Los bienes de la Unión cuyo uso no pertenece generalmente a los habitantes, se llaman 
bienes de la Unión o bienes fiscales. (…)” (negrillas y subrayas nuestras) 

 

De conformidad con la normatividad transcrita en párrafos precedentes, el Despacho 
al hacer un análisis de los argumentos planteados por el apoderado del Municipio de 
Chimichagua, encuentra que no le asiste razón a aquel, toda vez que los bienes sobre 
los cuales se solicitó el embargo y posterior secuestro no clasifican dentro de la 
enumeración y criterios de inembargabilidad, pues no son bienes de uso público 
conforme a la definición que trae el artículo 674 acabado de transcribir; así las cosas 
el auto de 13 de marzo de 2017, del que se pretende se declare su ilegalidad, no fue 
expedido contraviniendo las normas constitucionales y legales que regulan la materia, 
por lo que no existe fundamento para decretarla. 
 
No obstante, al analizar la documentación allegada por el apoderado del Municipio de 
Chimichagua, se encuentra lo siguiente: 
 

a) En los folios de matrículas inmobiliarias Nos. 192-34748, 192-35238 y 192-
350054, se describen los inmuebles como unos predios urbanos ubicados en 
las calles 5A No. 4-48, carrera 9 No. 6-38 y calle 11 No. 12A -61, 
respectivamente y se describen sus cabidas y linderos: 
- La anotación No. 1 da cuenta de la adquisición que de cada predio hace el 

Municipio de Chimichagua por cesión de baldío por parte de la Nación, 
según escritura 169 de 13 de junio de 2012. 

- La anotación No. 2 se refiere a la determinación del área y linderos de cada 
predio del Municipio 

- Finalmente la anotación No. 3 da cuenta de la inscripción hecha el 26 de 
abril de 2017 de las medidas de embargo ordenadas por este Despacho. 

 
b) A folios 8, 12 y 16 del documento 3 reposan las certificaciones suscritas por el 

Secretario de Planeación del Municipio de Chimichagua, el día 3 de septiembre 
de 2020, donde indica que los predios identificados con los folios de matrículas 
inmobiliarias Nos. 192-34748, 192-35238 y 192-35005, actualmente su uso es 
para viviendas unifamiliares de un piso donde habitan en forma pacífica y 
permanente tres familias vulnerables y de escasos recursos. 
 

c) La foto que obra a folios 11, 15 y 19 del documento 3 no constituye prueba para 
este Despacho de lo afirmado por el apoderado de la entidad accionada, pues 
ésta sólo dan cuenta del registro de una imagen de una vivienda, sobre las 
cuales no es posible determinar su origen, ni el lugar, ni la época en que fueron 
tomadas, y al carecer de reconocimiento o ratificación, no pueden ser cotejadas 
con otros medios de prueba allegados al proceso, así lo ha manifestado el 
Consejo de Estado5, máxime cuando ni siquiera está identificada con la 
nomenclatura de la vivienda. 

                                                 
4 Folios 9-10, 13-14 y 17-18 documento 3 
5 Consejo de Estado, Sección Tercera, radicado: 08001-23-31-000-1997-11812-01(27353), 13 de junio de 2013, M.P.: Enrique 
Gil Botero. 
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En nuestro ordenamiento la regulación del patrimonio de familia ha sido variada, la 
Ley 70 de 1931, reformada por la Ley 495 de 1999, y reglamentada por el decreto 
2817 de 2006, hoy compilado en el decreto único reglamentario 1069 de 2015, 
autoriza la constitución de patrimonios de familia no embargables. Esta primera 
modalidad de patrimonio se puede denominar constitución como voluntaria o 
facultativa de propiedad plena. 
 
Por otra parte, el patrimonio de familia también ha sido regulado de manera voluntaria 
o facultativa en la Ley 861 de 2003, en lo que se refiere a la madre y al padre cabeza 
de familia, y, en el artículo 22 de la Ley 546 de 1999, cuando se trata de la vivienda 
adquirida mediante el sistema de financiación y ahorro que se consagra en dicha ley 
cuando todavía se tenga una deuda para adquirir la propiedad plena del bien. 
 
Por último, hay que tener en cuenta que la figura del patrimonio de familia, se 
consagra por ministerio de la ley, cuando se trata de vivienda de interés social (VIS), 
salvaguardia que ha sido regulada mediante las Leyes 91 de 1936, 9ª de 1989 y 3ª de 
1989.  
 
El artículo 1º de la ley 91 de 1936 por la cual se autoriza la constitución de patrimonios 
de familia no embargables, con criterio y fines de acción social, dispuso que los 
compradores de la viviendas de que trata ese artículo debían constituir sin sujeción a 
las formalidades de procedimiento que se prescriben en el Capítulo 1° de la Ley 70 
de1931, patrimonios de familia no embargables, en el acto de la compra, por medio 
de la escritura que la perfeccione, y el artículo 5º ibídem, indicó que los patrimonios 
que autoriza esa Ley se entienden constituidos por el registro de la escritura de 
compraventa del inmueble hecha en la forma establecida por el artículo 18 de la Ley 
70 de 1931 y no causan los impuestos establecidos en el artículo 20 de la misma Ley.  
 
Por su parte el artículo 60 de la Ley 9ª de 1989, es del siguiente tenor: 
 

“Artículo  60º.- En las ventas de viviendas de interés social que hagan entidades 
públicas de cualquier nivel administrativo y entidades de carácter privado, los 
compradores deberán constituir, sin sujeción a las formalidades de procedimiento y 
cuantías que se prescriben en el capítulo I de la Ley 70 de 1931, sobre lo que compran, 
patrimonios de familia no embargables, en el acto de compra, por medio de la escritura 
que la perfeccione en la forma y condiciones establecidas en los artículos 2, 4 y 5 de la 
Ley 91 de 1936.” 

 

En la ley 9ª de 1989 se prohibió expresamente la cesión gratuita de predios cuya 
ocupación ilegal para vivienda de interés social se haya producido antes de 28 de julio 
de 1998. 
 

“Artículo 58º.- Las entidades públicas del orden nacional cederán a título gratuito los 

inmuebles de su propiedad que sean bienes fiscales y que hayan sido ocupados 
ilegalmente para vivienda de interés social, siempre y cuando la ocupación ilegal 
haya ocurrido con anterioridad al veintiocho (28) de julio de mil novecientos ochenta 
y ocho (1988). La cesión gratuita, mediante escritura pública, se efectuará a favor de 
los ocupantes. Las demás entidades públicas podrán efectuar la cesión en los 
términos aquí señalados.  
 
En ningún caso procederá la cesión anterior en el caso de los bienes de uso público 
ni en el de los bienes fiscales destinados a la salud y a la educación. Tampoco 
procederá cuando se trate de inmuebles ubicados en zonas insalubres o que 
presenten peligro para la población.” 
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El artículo 38 de la Ley 3ª de 1991 por la cual se crea el Sistema Nacional de 
Vivienda de Interés Social, se establece el subsidio familiar de vivienda entre 
otras disposiciones, también contempló la inembargabilidad del patrimonio de 
familia con algunas excepciones, veamos: 
 

“Artículo 38º.- El inciso 2 del artículo 60 de la Ley 9 de 1989, quedará así: El patrimonio 
de familia es embargable únicamente por las entidades que financien la construcción, 
adquisición, mejora o subdivisión de la vivienda.” 

 
Pues bien, el artículo 9º de la Ley 1537 de 2012, por la cual se dictan normas 
tendientes a facilitar y promover el desarrollo urbano y el acceso a la vivienda y se 
dictan otras disposiciones y que cita el apoderado del Municipio accionado, es del 
siguiente contenido literal. 

 
“ARTÍCULO 9o. CONSTITUCIÓN DE PATRIMONIO DE FAMILIA. Los beneficiarios de 
los proyectos de Vivienda de Interés Prioritario a que se refiere este capítulo deberán 
constituir sobre los inmuebles que reciban del Subsidio Familiar de Vivienda en especie, 
patrimonio familiar inembargable por el valor del respectivo inmueble, en los términos 
de los artículos 60 de la Ley 9ª de 1989 y 38 de la Ley 3ª de 1991. 
 
Los notarios y/o registradores de instrumentos públicos que permitan la enajenación de 
una Vivienda de Interés Prioritario desconociendo el patrimonio de familia inembargable 
señalado en el presente artículo, incurrirán en causal de mala conducta.” 
 

De todo lo anterior, tenemos que si bien es cierto los inmuebles adquiridos a través 
de Programas de Vivienda de Interés Social, conforman por ministerio de la ley 
patrimonio de familia inembargable, no es menos cierto que en todos los casos se 
requiere la inscripción de la constitución de patrimonio de familia en el respectivo folio 
de matrícula inmobiliaria, situaciones que no se encuentra acreditado en este caso, la 
sola certificación del Secretario de Planeación del Municipio de Chimichagua no es 
requisito suficiente para entender que existe un patrimonio inembargable en cabeza 
de una familia – independiente de la forma como está conformada esa familia -, pues 
se limitó a certificar que en cada caso, el predio está destinado en su uso a una 

vivienda unifamiliar. 
 
La adjudicación de viviendas de interés social se hace a través de la ejecución de 
Programas de Vivienda pre establecidos, como vimos, está proscrita la cesión gratuita 
de predios cuya ocupación ilegal (denominación literal de la norma) para vivienda de 
interés social se haya producido antes de 28 de julio de 1998. 
 
Tenemos entonces, que el apoderado de la entidad accionada no logró acreditar la 
causa con la cual pretende fundamentar la ilegalidad del auto que decretó la medida 
cautelar de embargo y secuestro dentro del asunto. 
 
Así las cosas, no se decretará la ilegalidad del auto de fecha 13 de marzo de 2017 
toda vez que estuvo fundamentado en el ordenamiento jurídico y en las pruebas 
allegadas al expediente al momento de proferirlo. 

 
En mérito de lo antes expuesto se, 

 
RESUELVE: 

 

PRIMERO: No decretar la ilegalidad del auto de fecha 13 de marzo de 2017, a través 
del cual se decretó el embargo y posterior secuestro de los bienes inmuebles de 
propiedad de la entidad demandada Municipio de Chimichagua, de conformidad con 
lo expuesto en la parte motiva de este proveído. 
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SEGUNDO: No levantar la medida de embargo, respecto de los siguientes bienes, de 
conformidad con lo expuesto en la parte considerativa: 
 

1. Un inmueble predio urbano, Calle 5A No. 4-48, ubicado en el Municipio de 
Chimichagua, Departamento del Cesar, identificado con el folio de matrícula 
inmobiliaria No. 192-34748. 

2. Un inmueble predio urbano, Carrera 9 No. 6-38, ubicado en el Municipio de 
Chimichagua, Departamento del Cesar, identificado con el folio de matrícula 
inmobiliaria No. 192-35238. 

3. Un inmueble predio urbano, Calle 11 No. 12A-61, ubicado en el Municipio de 
Chimichagua, Departamento del Cesar, identificado con el folio de matrícula 
inmobiliaria No. 192-35005. 

 
TERCERO: Ejecutoriado este auto, permanezca el expediente en secretaria en espera 
de impulso procesal de las partes. 

 
Notifíquese y Cúmplase, 

 
 
 

SANDRA PATRICIA PEÑA SERRANO 
J7/SPS/amr                                                                                          Jueza  
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